EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Por la presente se eleva a esa Honorable Legislatura el proyecto de modificación de los artículos de la Ley 2754, que forman parte de los recursos propios de este Tribunal Superior de Justicia, a partir del dictado de la Ley 1971 de “Autarquía Financiera” del Poder Judicial.

Giuliani Fonrouge define “La tasa es una prestación pecuniaria exigida compulsivamente por el Estado, en virtud de ley, por la realización de una actividad que afecta especialmente al obligado, siendo de notar al respecto que la última parte del concepto no significa que la actividad estatal debe traducirse necesariamente en una “ventaja” o “beneficio” individual, sino tan sólo, que debe guardar cierta relación con el sujeto de la obligación, por cualquier circunstancia que lo vincule jurídicamente con el servicio público instituido (desarrollo de alguna actividad, propiedad o uso de bienes, realización de gestiones o trámites, etc.)” (Giuliani Fonrouge, Carlos M. “Derecho Financiero”, Tomo II, 9º Edición, Ed. La Ley, pág. 865). 

La tasa de justicia, entonces, en cuanto imposición legal emergente del poder tributario del Estado, constituye una relación obligatoria para la parte y  debe adecuarse a las ventajas que obtienen los particulares del servicio administrativo; estando su monto condicionado al costo del servicio; tomando en cuenta la capacidad económica del obligado. 

La jurisprudencia ha declarado que la relación "costo-importe" no puede ser una igualdad matemática o una equivalencia estricta, sino que debe existir una "prudente y razonable" o "razonable y discreta" -la terminología es variable- proporcionalidad entre ambos términos.

El proyecto se ha elaborado sobre la base de los principios de igualdad, proporcionalidad, generalidad y no confiscatoriedad que constituyen los pilares del principio de capacidad contributiva, pauta inspiradora adoptada como criterio al momento de elaborar la propuesta y modificaciones introducidas en la misma.

Asimismo, se persigue recomponer los recursos, que en concepto de tasas de justicia, ingresan a las arcas del Poder Judicial, readecuando y actualizando las tasas retributivas por servicios de justicia, dado  que han quedado desfasadas desde su ultima actualización, en un todo de acuerdo a la legislación comparada.

Con este criterio de razonabilidad es que se propone la modificación de los artículos de la Ley impositiva vigente, que a continuación se detallan:

a) Titulo  V – Tasas Retributivas por servicios – Capitulo VI – Dirección General del Registro de la Propiedad Inmueble – Artículo 25

b) Titulo VI - Tasas Retributivas de carácter Judicial- Artículo 34 

c) Titulo VII – Tasas Retributivas Dirección General del Registro Público de Comercio – Artículo 35.

d) Titulo VIII – Tasas Retributivos Archivo General y Registro de Juicios Universales – Artículo 36

e)  Titulo VIII – Actuaciones administrativas ante el Tribunal Superior de Justicia – Artículo 37

Respecto a los tramites y servicios del Registro de la Propiedad Inmueble y teniendo en cuenta que los montos de las tasas fueron modificados el año anterior, se incrementan las mismas en un 22%. Para las certificaciones se tomo el promedio que se cobra por dicho servicio en los demás registros inmobiliarios. Se unifico la tasa mínima para todos los trámites de registraciones.

Se incorporó el servicio de consultas e informes vía web, equiparándose a los tramites urgentes por la  celeridad y comodidad en la obtención de la información. No obstante ello, únicamente  se considero tributar un 30% mas que las tasas ordinarias, teniendo en cuenta el beneficio que implica la disminución de afluencia de público al organismo y la despapelización en los trámites.

En relación con las Tasas Retributivas de Carácter Judicial, es importante destacar que la última modificación de valores data del año 1992, habiendo quedado totalmente desactualizadas. Para la determinación de la tasa general se tuvo en cuenta el promedio  de alícuotas de los Poderes Judiciales de la Nación y otras Provincias, en particular las de la Patagonia establecidos entre el 30‰ y el 25 ‰ (Nación 30‰, Río Negro 25‰, Chubut 30‰, Santa Cruz 25‰, Tierra del Fuego 30‰). Concordando  con la alícuota vigente del Impuesto a los Ingresos Brutos de la Provincia,  la cual se incremento a partir del año 2010 del 2% al 3%.

Se actualizaron la tasas mínima, fijas y por monto indeterminado, tomando como base el valor JUS de Julio/2010, manteniendo la relación entre ellas, y el criterio establecido en la Ley 685, artículo 59° inciso d) para la determinación de la contribución al Colegio de Abogados de la Provincia. 


Se ha buscado adoptar un sistema simplificado de tributación de tasa de justicia, a través de la reducción de los supuestos de excepción a la alícuota general, en consonancia con el criterio adoptado por la Ley Nacional  Nº 23898.


Se eliminaron supuestos en los que se aplicaban tasas especiales, los que quedaron eximidos en virtud de la modificación propuesta en el Código Fiscal (vgr Divorcio, separación personal, insania, autorización de incapaces, etc.).

Asimismo, en dicho código la exclusión de los bienes gananciales del cónyuge supérstite de la base imponible en las sucesiones, determina una disminución en la carga tributaria que soporta el contribuyente, contemplándose en la ley impositiva una alícuota reducida para los procesos sucesorios cuyo activo no supere el monto exento fijado en el impuesto sobre los bienes personales (art. 21° Ley 23966 (t.o. 1997)y sus modificatorias: $ 305.000). 

Se ordeno el texto de la ley impositiva, reservando en su texto exclusivamente para los conceptos y valores, allí determinados, eliminando aquellos relacionados con bases imponibles u oportunidad de pago, adecuados como consecuencia de las modificaciones producidas en las leyes de fondo (Ley de Concursos y Quiebras), los cuales fueron contemplados en el proyecto de modificación del Código Fiscal que paralelamente se eleva a esa Honorable Legislatura.

Considerando las Tasas retributivas de la Dirección General del Registro Público de Comercio se actualizaron los montos a fin de no quedar desfasados con la realidad, se grabaron varios actos que no están contemplados en la normativa vigente (por ejemplo, constitución y transferencia de cuotas societarias)y se modifico la forma de grabar de algunos actos ya previstos ( por ejemplo la rubrica de libros),  adecuándolo a la legislación  comparada.

En el nuevo diseño se cambia la forma de gravar, proponiéndose que lo sea por acto a inscribir, aún si ello se encuentra en un mismo instrumento, en virtud de que cada acto requiere su particular control de legalidad independientemente de la forma en que se materialice. Los argumentos por los cuales se grava por acto y no por instrumento se basan en una cuestión de justicia tanto para quien debe pagar el servicio como para quién debe efectuarlo. Es común que al celebrar un contrato de cesión de cuotas se modifique el artículo referido al capital societario, renuncia de algún gerente, se designe gerente, se cambie la forma de administración, la modificación de la sede social e incluso el objeto societario. Para seguir con el ejemplo, tampoco es equitativo que el usuario que pretende solo la inscripción de las cuotas sociales, deba abonar lo mismo que quien le adosa al instrumento los actos mencionados. Obviamente, ni el tiempo invertido ni la responsabilidad que conlleva la inscripción de ellos por el organismo es igual en uno que en otro caso.

El sustento para cambiar la tasa de justicia fijada para la constitución de una sociedad se basa en el mismo principio de justicia referenciado precedentemente. Actualmente se calcula sobre el capital establecido con una alícuota del 10‰ con un importe fijo y mínimo de pesos doscientos veinte ($ 220,00). La modificación que se propone elimina la tasa fija, e incrementa la alícuota al 30‰ sobre igual base. Se pretende de tal manera, por un lado que pague mas quien tiene una empresa de mayor envergadura –diferencia que no se da actualmente- siendo el gravamen que pagaran las sociedades con capitales pequeños – la gran mayoría- de $ 240,00 por un capital de $ 8.000,00.

Referido a los comerciantes, en el sistema vigente se les otorgaba la posibilidad de confeccionar el testimonio o en su defecto lo efectuaba el organismo por un monto que asciende a $50,00. Con la modificación propuesta, esta posibilidad no se mantiene dado que el mismo deberá realizarlo el registro en el folio especial que utilizará a los fines de seguridad. Por tal motivo su importe se sumo al tramite de matriculación, sus modificaciones y baja.

Respecto a los tramites del Archivo General y Registro de Juicios Universales se aplica el mismo criterio de actualización expresado precedentemente (22 % de incremento) y se eliminan los incisos 6, 7 y 8 por no corresponder a funciones del Archivo General ya que los protocolos de escrituras matrices se encuentran en el archivo notarial del Colegio de Escribanos de la Provincia. Además se agrega un nuevo tramite: “Certificación de fotocopias de expedientes” emitida por el jefe del Archivo de conformidad con el artículo 37 Bis del reglamento del Organismo en virtud del incremento desmedido de los pedidos.

Neuquén, Octubre 31 de 2011

